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Diputada Distrito Nacional, Gire. No. 1

Santo Domingo de Guzmán, D.N.

5 de junio de 2026

Licenciado Alfredo Pacheco Osoria

Presidente de la Cámara de Diputados

Su despacho.

Vía: Licda. Francisca Ivonny Mota del Jesús

Secretaria General Legislativa

Distinguido Presidente:

Por medio de la presente, tengo a bien someter a la consideración del Pleno de la Cámara de

Diputados, para los fines correspondientes, el Proyecto de Ley titulado “Proyecto de Ley de

Garantías de la Persona Adulta Mayor, Jubilada y Pensionada, que Establece un Régimen

Especial de Beneficios Económicos, Cobertura de Salud y Proteeeión Patrimonial”.

La presente iniciativa persigue dotar de exigibilidad real las garantías de dignidad económica,

continuidad de la cobertura de salud y protección patrimonial de las personas adultas mayores,

jubiladas y pensionadas, sin sustituir el marco general de protección vigente.

Agradezco de antemano la atención prestada a la presente solicitud, reiterándole las muestras de

mi más alta consideración.

Atentamente,

/

CDA. SELI DEZ

Diputada del Distrito Nacional

PROPONENTE

Congreso Nacional, Centro de los Héroes, Santo Domingo, República Dominicana



Cámara de Diputados de la República Dominicana

PROYECTO DE LEY DE GARANTÍAS DE LA PERSONA ADULTA MAYOR,
JUBILADA Y PENSIONADA, QUE ESTABLECE UN RÉGIMEN ESPECIAL DE

BENEFICIOS ECONÓMICOS, COBERTURA DE SALUD Y PROTECCIÓN
PATRIMONIAL

CONSIDERANDO PRIMERO: Que la Constitución de la República Dominicana, proclamada
por la Asamblea Nacional Revisora el día veintisiete (27) de octubre del año dos mil veinticuatro
(2024) y publicada en la Gaceta Oficial No. 11170, consagra en su Artículo 38 la dignidad
humana, en su Artículo 39 la igualdad y no discriminación, y en su Artículo 57 el deber de la
familia, la sociedad y el Estado de proteger y asistir a las personas de la tercera edad,
garantizándoles la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia.

CONSIDERANDO SEGUNDO: Que la República Dominicana es Estado Parte de la

Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas

Mayores, adoptada por la Organización de los Estados Americanos el quince (15) de junio del
año dos mil quince (2015), la cual define a la persona mayor como aquella de sesenta (60) años o
más y reconoce, entre otros, su derecho a la autonomía, a una vida digna y a una vida libre de
toda violencia, incluida la patrimonial y financiera.

CONSIDERANDO TERCERO: Que el ordenamiento dominicano ya cuenta con la Ley No.
352-98, sobre Protección de la Persona Envejeciente, que reconoce derechos y crea el Consejo
Nacional de la Persona Envejeciente (CONAPE), y que se encuentran en trámite legislativo
iniciativas orientadas a un marco general de protección; sin embargo, la experiencia demuestra
que el déficit dominicano no radica en la declaración de derechos, sino en su exigibilidad
efectiva.

CONSIDERANDO CUARTO: Que, en efecto, el régimen de descuentos de la Ley No. 352-98
quedó supeditado a un carnet de exoneración condicionado a estudio socioeconómico y
reservado a quienes percibieran un ingreso igual o inferior al salario mínimo, lo que lo tomó
generalizadamente desconocido y prácticamente inaplicado durante más de dos décadas,

evidenciando la necesidad de un régimen universal, operativo y dotado de mecanismos concretos
de cumplimiento.

CONSIDERANDO QUINTO: Que, por tales razones, la presente iniciativa no pretende
sustituir el marco general de protección ni crear nuevos órganos rectores, sino erigirse como ley
especial y complementaria que dota de exigibilidad real a tres garantías concretas que hoy
permanecen desatendidas: la dignidad económica, la continuidad de la cobertura de salud y el
blindaje del patrimonio de la persona adulta mayor.

CONSIDERANDO SEXTO: Que el derecho comparado ofrece modelos consolidados de

protección económica accesibles mediante la sola presentaeión del documento de identidad, entre

los cuales destacan la Ley No. 6 de 1987 de la República de Panamá, la Ley No. 7935 de la
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República de Costa Rica, la Ley No. 1886 de 1998 del Estado Plurinacional de Bolivia y la Ley
No. 1091 de 2006 de la República de Colombia.

CONSIDERANDO SÉPTIMO: Que el envejecimiento de la población dominicana, que ya
supera el nueve por ciento (9 %) del total nacional y se aproxima al millón de personas de
sesenta (60) años o más, en su mayoría con ingresos fijos o reducidos, exige medidas que
mejoren de manera directa, verificable y exigióle su poder adquisitivo y su acceso a bienes y
servicios esenciales.

CONSIDERANDO OCTAVO: Que, no obstante el derecho reconocido en la Ley No. 87-01 a
favor del pensionado del Régimen Contributivo de acceder al Seguro Familiar de Salud con
independencia de su edad y estado de salud, transcurridas más de dos décadas no se ha

establecido el aporte porcentual ni el mecanismo operativo que materialice esa cobertura,
dejando a las personas jubiladas y pensionadas desprovistas de protección sanitaria efectiva
precisamente en su etapa de mayor vulnerabilidad.

CONSIDERANDO NOVENO: Que el abuso patrimonial y financiero, el despojo de bienes,
pensiones e ingresos, y el abandono de la persona adulta mayor constituyen realidades
silenciadas que requieren la nulidad de los actos de despojo, medidas de protección, deberes de
las entidades financieras y mecanismos de denuncia, conforme a los mandatos de la Convención

Interamericana.

CONSIDERANDO DÉCIMO: Que los hogares de larga estadía y centros de día requieren
habilitación, estándares de calidad y supervisión efectiva, a fin de erradicar el hacinamiento, las

sujeciones fisicas o químicas injustificadas, el aislamiento y la negligencia, garantizando un trato
digno a las personas bajo cuidado.

CONSIDERANDO UNDÉCIMO: Que la presente iniciativa adopta una técnica legislativa
quirúrgica, modificando puntualmente la Ley No. 352-98 en su régimen de beneficios y
estableciendo una cláusula expresa de complementariedad que asegura su coexistencia armónica
con el marco general de protección, evitando duplicaciones y conflictos normativos.

CONSIDERANDO DUODÉCIMO: Que, conforme al Artículo 96 de la Constitución de la

República Dominicana, los diputados y diputadas tienen derecho de iniciativa legislativa, y que
la presente iniciativa cumple con todos los requisitos constitucionales y reglamentarios para su
sometimiento al Congreso Nacional.

VISTA: La Constitución de la República Dominicana, proclamada por la Asamblea Nacional
Revisora el día veintisiete (27) de octubre del año dos mil veinticuatro (2024).

VISTA: La Ley No. 352-98, del quince (15) de agosto del año mil novecientos noventa y ocho
(1998), sobre Protección de la Persona Envejeciente.
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VISTA: La Ley No. 87-01, del nueve (9) de mayo del año dos mil uno (2001), que erea el
Sistema Dominicano de Seguridad Social, y su modificación por la Ley No. 188-07.

VISTA: La Ley No. 42-01, del ocho (8) de marzo del año dos mil uno (2001), General de Salud.

VISTA: La Ley No. 358-05, del nueve (9) de septiembre del año dos mil cinco (2005), sobre
Protección de los Derechos del Consumidor o Usuario.

VISTA: La Ley No. 24-97, del veintisiete (27) de enero del año mil novecientos noventa y siete
(1997), sobre Violencia Intrafamiliar, en lo aplicable a la persona adulta mayor.

VISTA: La Ley No. 1-12, del veinticinco (25) de enero del año dos mil doce (2012), que
establece la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030.

VISTA: La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las

Personas Mayores, adoptada por la Organización de los Estados Americanos el quince (15) de
junio del año dos mil quince (2015).

VISTOS: Los Principios de las Naciones Unidas en Favor de las Personas de Edad y demás
instrumentos internacionales ratificados por la República Dominicana en la materia.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer un régimen especial, universal y
exigible de dignidad económica, continuidad de la cobertura de salud y blindaje patrimonial a
favor de las personas adultas mayores, jubiladas y pensionadas, así como regular los servicios de
cuidado y la protección contra el abuso, sin sustituir el marco general de protección vigente.

Artículo 2.- Naturaleza y complementariedad. Esta ley es de orden público y constituye una

ley especial y complementaria de la legislación general de protección de la persona adulta
mayor, en particular de la Ley No. 352-98, sobre Protección de la Persona Envejeciente. No crea

nuevos órganos rectores y, conforme al principio de especialidad, prevalece en su materia

específica. En lo no previsto, se aplicará la legislación general.

Artículo 3.- Ámbito de aplicación. Sus disposiciones son de aplicación obligatoria en todo el
territorio nacional para todas las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, que ofrezcan
bienes o servicios, así como para las entidades financieras y los establecimientos de cuidado, en

lo que les corresponda.

Artículo 4.- Garantías y remisión de derechos. La persona adulta mayor goza de todos los
derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Interamericana sobre la Protección

de los Derechos Humanos de las Personas Mayores y en la legislación general. La presente ley
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desarrolla, hace exigibles y dota de mecanismos concretos de cumplimiento las garantías
específicas que en ella se establecen, sin que su enumeración limite los derechos más amplios
reconocidos por otras normas.

Artículo 5.- Defíniciones. Para los fines de la presente ley se entiende por:

a) Persona adulta mayor: toda persona de sesenta (60) años de edad o más.

b) Jubilado o pensionado: toda persona que perciba ingresos de un sistema de retiro,

jubilación o pensión legalmente reconocido, con independencia de su edad,

c) Carné Unico del Adulto Mayor: la credencial única, gratuita y voluntaria que el
CONAPE podrá expedir para facilitar la identificación del beneficiario, sin que su
ausencia impida el goce de los beneficios, los cuales se acreditan con la sola cédula de

identidad y electoral,

d) Violencia patrimonial o financiera: toda acción u omisión dirigida a la apropiación,
despojo, retención o disposición indebida del patrimonio, los ingresos, las pensiones o los
bienes de la persona adulta mayor, o a la imposición de obligaciones o productos
financieros en su perjuicio,

e) Establecimiento obligado: toda persona física o jurídica que ofrezca al público los bienes
o servicios alcanzados por esta ley.

f) Tarifa regular: el precio ordinario de venta al público, antes de la aplicación del

descuento previsto en esta ley.

Artículo 6.- Beneficiarios. Son beneficiarios: los dominicanos de sesenta (60) años o más; los

extranjeros con residencia legal de sesenta (60) años o más; y los jubilados y pensionados, con

independencia de su edad, residentes legales en el país.

Artículo 7.- Acreditación. Para el goce de los beneficios bastará la presentación de la cédula de
identidad y electoral o, en su caso, del carné de jubilado o pensionado o del Carné Único del
Adulto Mayor. Ningún establecimiento obligado podrá exigir estudio socioeconómico, carnet de
exoneración, formalidad o documentación distinta o adicional a la prevista en este artículo.

TÍTULO II

DIGNIDAD ECONÓMICA: RÉGIMEN UNIVERSAL DE BENEFICIOS Y

DESCUENTOS

Artículo 8.- Hospedaje. Los hoteles, moteles, pensiones y demás establecimientos de
alojamiento aplicarán sobre la tarifa regular un descuento mínimo del treinta por ciento (30 %)

de lunes a jueves y del quince por ciento (15 %) los días viernes, sábado y domingo.
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Artículo 9.- Restaurantes. Los restaurantes aplicarán un descuento mínimo del veinte por ciento
(20 %) sobre el consumo individual del beneficiario, sin extenderse al de sus acompañantes,
salvo que estos también ostenten dicha condición.

Artículo 10.- Transporte. Se aplicarán los siguientes descuentos mínimos sobre la tarifa

regular:

a) Cincuenta por ciento (50 %) en el transporte terrestre público de pasajeros;

b) Veinticinco por ciento (25 %) en el transporte aéreo nacional;

c) Treinta por ciento (30 %) en el transporte marítimo interno.

Artículo 11.- Medicamentos. Las farmacias aplicarán un descuento mínimo del veinte por
ciento (20 %) sobre el precio de venta de los medicamentos adquiridos por el beneficiario.

Artículo 12.- Servicios de salud. Los prestadores privados de servicios de salud aplicarán un
descuento mínimo del quince por ciento (15 %) en consultas y servicios médicos y
odontológicos, sin perjuicio de la atención prioritaria correspondiente.

Artículo 13.- Recreación, cultura y deporte. Se aplicará un descuento mínimo del treinta por
ciento (30 %) en el precio de entrada a actividades culturales, deportivas, recreativas y de
entretenimiento, salvo las de carácter benéfico.

Artículo 14.- Servicios básicos. Se aplicará un descuento de hasta un veinticinco por ciento (25
%) en las tarifas de electricidad, agua y telecomunicaciones de uso residencial del beneficiario,

dentro de los límites de consumo y conforme al reglamento.

Artículo 15.- Servicios profesionales. Se aplicará un descuento mínimo del veinte por ciento
(20 %) en los honorarios por servicios profesionales prestados directamente al beneficiario.

Artículo 16.- Beneficios tributarios y financieros. El beneficiario propietario de una única
vivienda de uso personal podrá acogerse a un trato preferente en el Impuesto al Patrimonio
Inmobiliario (IPI) y a una reducción de un (1) punto porcentual en la tasa de interés de los

préstamos hipotecarios para vivienda propia, conforme a la ley y al reglamento.

Artículo 17.- Reglas comunes. Los beneficios son personales, intransferibles y se aplican sobre
la tarifa regular. Cuando concurran promociones u otros descuentos, el beneficiario tendrá

derecho a la condición más favorable, sin que sean acumulables entre sí. El reglamento podrá
precisar las modalidades operativas necesarias para evitar abusos y garantizar el goce efectivo.

TÍTULO III

TRATO PREFERENTE, ACCESIBILIDAD E INFORMACIÓN
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